
Iniciativa presidencial en materia administrativa 
busca amplia reforma que afecta a contratos con 
entidades gubernamentales, permisos y concesiones

Abril 5, 2023

I. Introducción
El pasado 24 de marzo de 2023, el Presidente de México, Andrés Manuel López Obrador, 
envió una iniciativa de reforma legal en materia administrativa a la Cámara de Diputados, 
misma que propone múltiples cambios relevantes a distintas leyes administrativas federales (la 
“Iniciativa”). 

A grandes rasgos, la Iniciativa busca fortalecer la rectoría de la economía por el Estado y el 
margen de actuación de dependencias de la Administración Pública Federal, tanto en relación 
con recursos públicos, como en relación con la participación del sector privado en diferentes 
sectores de la economía. Esto, mediante un modelo con mayor intervención del Estado en la 
prestación de servicios públicos y la realización de obras de infraestructura, dotando al 
Gobierno Federal de facultades más amplias y con más discrecionalidad, lo cual 
podrá afectar proyectos futuros y actuales y su financiamiento al generar falta de 
certeza jurídica y seguridad para los inversionistas en México.

Se propone modificar 23 leyes federales1 bajo tres grandes rubros: “reversión de actos de 
corrupción”, “prevención de actos lesivos al interés público o que puedan causar daños al 
erario” y “fortalecimiento de la Administración Pública Federal”. Se pretende reformar 
disposiciones relacionadas con el uso del presupuesto federal, contratación de obras, 
revocaciones de permisos y concesiones, terminaciones de contratos, licitaciones, 
indemnizaciones por parte del Estado, entre otros temas. 

La iniciativa debe aún ser votada por la Cámara de Diputados, que en ese caso actúa como 
cámara de origen. De aprobarse, debe pasar a la Cámara de Senadores (cámara revisora) para 
su discusión y en su caso, aprobación. En ambos casos, se requieren mayorías simples para la 
aprobación o desechamiento de la Iniciativa. 
_______________________

1. La lista de leyes a modificar incluye la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, la Ley Federal de las Entidades Paraestatales,
la Ley Reglamentaria del Servicio Ferroviario, la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público, la Ley de Obras
Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas, la Ley Federal de Responsabilidad Patrimonial del Estado, la Ley de Expropiación, la
Ley General de Bienes Nacionales, la Ley de Vías Generales de Comunicación, la Ley Federal de Procedimiento Administrativo y la Ley
Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, entre otras.
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La Iniciativa propone que los actos administrativos puedan ser declarados nulos de oficio o a 
petición de parte interesada.  Actualmente, no se establece que el procedimiento de nulidad 
pueda ser iniciado de oficio. 

Adicionalmente, la Iniciativa propone que cuando un acto nulo se haya consumado o sea 
imposible retrotraer sus efectos, se iniciarán los procedimientos de responsabilidad 
administrativa, civil y penal que correspondan.  Actualmente, en estos casos, solamente se 
genera responsabilidad administrativa para el servidor público que lo hubiere emitido u 
ordenado. 

Una vez publicadas las reformas, las mismas pueden ser impugnadas mediante el juicio de 
amparo, como se menciona en la Sección III de esta nota. 

A continuación, se incluye un análisis de la Iniciativa y las normas jurídicas que 
pretende reformar.

II. Análisis de la iniciativa

a.

Procedimiento de nulidadb.

Juicio de lesividad

El juicio de lesividad es un procedimiento administrativo que permite a la administración 
pública revocar actos de autoridad favorables de carácter particular, como lo serían permisos 
o autorizaciones, cuando los mismos han sido otorgados en contravención a la legislación
aplicable.

La Iniciativa propone que, en adición a ser procedente en contra de resoluciones 
favorables para el particular, el juicio de lesividad sea procedente en contra de actos 
administrativos que deriven de una afirmativa ficta o actos que causen perjuicio a la 
Administración Pública Federal o que lesionen el orden público.

Asimismo, la Iniciativa propone que, tratándose de materia ambiental y sanitaria, las 
sentencias de los juicios de lesividad puedan tener efectos retroactivos desfavorables al 
particular que pueden extenderse hasta la emisión del acto. Actualmente, los efectos 
retroactivos desfavorables para el particular en todas las materias están limitados a cinco años 
anteriores a la presentación de la demanda correspondiente. 
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c. Revocación de permisos y concesiones

Se propone modificar la Ley Federal de Procedimiento Administrativo para establecer como 
causales de procedencia de la revocación de concesiones, permisos, autorizaciones o licencias, 
hechos supervenientes que afecten el interés público, general o social, o causen algún tipo de 
desequilibrio económico, social, ambiental o de cualquier otra índole. 

De igual forma, se propone que, previa resolución de revocación, se pueda modificar la 
concesión, permiso, autorización o licencia para establecer las nuevas condiciones que deba 
cumplir el titular de la misma. 

Se debe hacer notar que la Ley Federal de Procedimiento Administrativo es por regla general, 
de aplicación supletoria a leyes administrativas de carácter federal. En este sentido, esta 
modificación puede tener un gran impacto en el sector carretero, energético, ferroviario, 
minero, y demás sectores que involucren proyectos de infraestructura y dependan de 
concesiones, permisos, licencias o autorizaciones, toda vez que se estaría aumentando 
significativamente la discrecionalidad otorgada al Ejecutivo Federal con decisiones arbitrarias 
sobre hechos posteriores al otorgamiento de dicha concesión, permiso, licencia o 
autorización, como por ejemplo cambios en políticas públicas o económicas. 

d. Cláusula exorbitante

La Iniciativa propone la inclusión obligatoria de la "cláusula exorbitante" en los nuevos 
contratos adjudicados respecto de la adquisición de bienes, arrendamientos, servicios y obras 
públicas que hayan celebrado las dependencias y entidades de la Administración Pública 
Federal. La “cláusula exorbitante” es una cláusula que puede encontrarse en contratos 
administrativos (como los adjudicados mediante licitaciones públicas) para facultar a la 
administración pública para unilateralmente terminar el contrato en cuestión de 
manera anticipada y por causa de interés público. La “cláusula exorbitante” implica el pago 
de una indemnización equivalente a los gastos no recuperables, razonables, 
debidamente comprobados, y directamente relacionados con el cumplimiento del contrato en 
cuestión. 

Para implementar lo anterior, la Iniciativa propone modificar la Ley de 
Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público y la Ley de Obras Públicas y 
Servicios Relacionadas con las Mismas, penalizando a los funcionarios públicos que no 
incorporen la "cláusula exorbitante” en contratos sujetos a estas leyes. 
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Se hace notar que los contratos adjudicados por la Comisión Federal de Electricidad (“CFE”), 
Petróleos Mexicanos y sus respectivas empresas productivas subsidiarias, así como los 
contratos o licencias adjudicados por la Comisión Nacional de Hidrocarburos (“CNH”) o el 
Centro Nacional de Contrato de Energía (“CENACE”), no serían afectados, pues no se rigen por 
las leyes antes mencionadas. 

Indemnizaciones 

Con el fin de limitar las indemnizaciones pagaderas el Estado de Mexicano a particulares en el 
marco de arbitrajes internacionales, la Iniciativa propone las medidas siguientes: 

En la Ley Federal de Procedimiento Administrativo se establece que no procede el 
resarcimiento de daños o perjuicios en los casos siguientes: (i) cuando los 
contratistas o análogos incumplan con sus obligaciones, (ii) cuando la revocación o 
terminación anticipada se motive en hechos o actos de interés público, (iii) cuando 
no se haya realizado acto alguno para dar cumplimiento al objeto principal del 
instrumento jurídico, y (iv) cuando se hayan iniciado las operaciones y recuperado la 
inversión. 

No obstante, esta norma no sería de aplicación a permisos o contratos emitidos bajo 
leyes especiales a las cuales no les sea de aplicación supletoria la Ley Federal de 
Procedimiento Administrativo, como lo son las rondas petroleras conducidas por la 
CNH, las subastas conducidas por CENACE y contratos de compromiso de capacidad 
de generación y compraventa de energía eléctrica adjudicados por CFE a productores 
independientes de energía. 

Se elimina de la Ley de Expropiación el lenguaje en el sentido de que la aplicación de 
esta ley estará sujeta a lo dispuesto por los tratados internacionales de que México 
sea parte. 

No obstante dicha eliminación, conforme la Constitución Mexicana, los 
tratados internacionales de los que México es parte están en principio al mismo 
nivel que las leyes federales. En este sentido, la eliminación de este lenguaje 
de la Ley de Expropiación no implica que los tratados internacionales dejen de 
ser de aplicación en caso de expropiaciones. 

e.

••

••
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Recuperación de inmuebles por la vía administrativa 

La Iniciativa propone incorporar el “principio de confianza” en el sector público para garantizar 
la eficacia de la función pública en la prestación de servicios públicos que promuevan el 
ejercicio de derechos humanos individuales y colectivos. Se argumenta que el interés público 
debe prevalecer sobre la formalidad y que el Estado no puede estar sujeto a los mismos 
trámites que las actividades privadas, ya que persiguen fines distintos.  

g.

f. Austeridad gubernamental

La Iniciativa propone reformar diversas disposiciones legales, entre ellas, la Ley General 
de Responsabilidades Administrativas, la Ley de Remuneraciones de los Servidores 
Públicos y nueve ordenamientos más que regulan al Poder Judicial, para limitar que 
funcionarios públicos, al cesar sus cargos, puedan trabajar y prestar servicios a los 
particulares a los que antes supervisaban o regulaban o con los que celebraban actos 
administrativos, hasta que haya transcurrido un plazo determinado. El plazo de espera será en 
función del cargo desempeñado por el funcionario público, empezando en cuatro años, y con 
hasta 10 años para el Presidente de México. 

Asimismo, se busca topar el monto de las remuneraciones que puedan recibir funcionarios 
de ciertos organismos como la Comisión de Derechos Humanos, el Instituto Nacional 
de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales, la Fiscalía General 
de la República, el Poder Judicial de la Federación y la Comisión Federal de 
Competencia Económica. Es de hacer notar que, durante la actual administración, 
la mayoría de las instituciones antes mencionadas han sido las que han actuado 
de contrapeso frente al Gobierno Federal. 

Confianza administrativah.

La recuperación de inmuebles en la vía administrativa es un mecanismo para que el 
Estado obtenga nuevamente la posesión de bienes sujetos al dominio público 
derivado de su explotación o uso sin contar con un permiso o concesión o por el 
incumplimiento de alguna obligación por parte del concesionario. 

La Iniciativa propone un nuevo procedimiento más ágil para la recuperación de inmuebles 
en la vía administrativa, en donde se prevé una orden de recuperación administrativa en 
donde se señala el plazo para la entrega del bien que no puede ser mayor a 72 horas. 

La Iniciativa propone establecer que la recuperación no será objeto de suspensión aun en 
el caso de impugnación. 
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Nora Morales
Socia | nmorales@macf.com.mx 

Eugenio Macouzet
Socio | emacouzet@macf.com.mx 

i. Disposiciones transitorias y entrada en vigor

El decreto entraría en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de 
la Federación. 

Los actos administrativos que estén en proceso a la entrada en vigor del decreto 
continuarán tramitándose conforme a la norma vigente en su inicio. 

III. Medios de Defensa

Existen elementos razonables para sostener que la Iniciativa es contraria a diversos 
derechos fundamentales, como por ejemplo, libre competencia y concurrencia, derecho a 
libertad del trabajo, derecho a un medio ambiente sano, seguridad jurídica y legalidad. Por 
lo anterior, de publicarse la Iniciativa podría ser combatida a través de un juicio de amparo.  

Los plazos para la promoción del juicio de amparo dependerán del análisis de la situación 
de cada caso concreto. 

Asimismo, dada la magnitud de algunas de las reformas, será relevante analizar en cada caso si 
se estuviesen violando obligaciones contraídas por el estado mexicano al amparo de 
diversos tratados internacionales.

En caso de preguntas o comentarios, no dude en contactar a nuestro equipo experto. 

Para ello, se propone reformar la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las 
Mismas para permitir que los proyectos de infraestructura pública comiencen antes de la 
obtención de los permisos requeridos, en casos extremadamente urgentes o cuando se 
involucre “el desarrollo económico del país, la defensa de la soberanía o la seguridad nacional”. 

Contáctanos:

Horacio de Uriarte
Socio | hdeuriarte@macf.com.mx 

Martín Sánchez
Socio | msanchez@macf.com.mx 

+52 (55) 5201 7400

Para más información, visita: 
www.macf.com.mx

https://affinitaslegal.com/?lang=es
https://www.taxand.com/
https://www.facebook.com/macf.com.mx/
https://mx.linkedin.com/company/mijares-angoitia-cortes-y-fuentes-s.c.?trk=public_profile_position_image
https://macf.com.mx/
https://www.instagram.com/macf.mx/



